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Resumen: El aborto, según el Código Penal Argentino de 1921, constituye un delito contra la 
vida y la persona. Este texto decimonónico incluye dos excepciones en las que el aborto es legal: en 
caso de violación o cuando el embarazo suponga un riesgo para la salud o la vida de la mujer ges-
tante. A pesar de este contexto de legalidad restrictiva, en Argentina, al igual que en otros países de 
América Latina en los que el aborto no es legal, la popularización del uso abortivo del misoprostol ha 
favorecido el acceso a prácticas menos riesgosas. En esta línea, desde hace una década, organizacio-
nes sociales y profesionales del sistema público de salud brindan espacios de escucha y acompaña-
miento, en los que ofrecen información pública y legal sobre el uso de misoprostol para abortar. Estos 
espacios son denominados consejerías pre y post aborto.

En este artículo, analizaremos cómo las consejerías pre y post aborto en el sistema público de 
salud, en sus comienzos, una práctica no reglada que realizaban algunos profesionales de la salud de 
forma aislada, están dando lugar a políticas difusas, políticas imprecisas, que no han sido planificadas 
y que se caracterizan por un nivel reducido de institucionalización. Esta propuesta conceptual hace 
hincapié en el rol de los efectores de salud que con su accionar contribuyen cotidianamente a la cons-
trucción de políticas públicas desde abajo. 

Palabras clave: Consejerías pre y post aborto, políticas de aborto, aborto medicamentoso, pro-
fesionales de la salud

Abstract: Abortion, according to the Argentine Penal Code of 1821, is a crime against life and the 
person. This nineteenth-century text includes two exceptions in which abortion is legal: in case of rape 
or when the pregnancy poses a risk to the health or life of the pregnant woman. In spite of this context 
of restrictive legality in Argentina, as in other Latin American countries where abortion is not legal, the 
popularization of the abortive use of misoprostol has led to less risky practices. In this line, for almost a 
decade, social and professional organizations of the public health system provide listening and accom-
paniment, offering public and legal information on the use of misoprostol for abortion. These spaces are 
called pre and post abortion counseling.

In this paper, we will analyze how pre and post abortion counseling in the public health system, in 
the beginning an unregulated practice performed by some health professionals in isolation, are giving 
rise to diffuse policies, imprecise policies that have not been planned and are characterized by a reduced 
level of institutionalization. This conceptual proposal emphasizes the role of the health professionals 
who contribute daily to the construction of public policies from below with their actions.

Key words: Pre and post abortion counselling, abortion policies, medical abortion, health profes-
sionals
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1. Introducción

Las consejerías pre y post aborto son “espacios de escucha, contención y 
asesoramiento”1 en los que profesionales de la salud o militantes de organi-
zaciones sociales y agrupaciones feministas brindan información sobre cómo 

usar misoprostol para abortar de forma segura2. Si bien, como se verá en este artículo, 
el aborto está tipificado como un delito en el Código Penal Argentino, la información 
que se brinda en estos espacios de consejería es pública, legal y se basa en investiga-
ciones científicas sobre el uso abortivo de esta medicación.

En este artículo, se analiza cómo las consejerías pre y post aborto en el sistema 
público de salud, en sus comienzos, una “práctica no reglada” (Crojethovic, 2010a) 
que realizaban algunos profesionales de la salud de forma aislada, están dando lugar 
a políticas difusas, políticas imprecisas, que no han sido planificadas y que se carac-
terizan por un nivel reducido de institucionalización. Estas políticas se encuentran 
en el centro de las tensiones entre ‘lo oficial’, la legalidad restrictiva del aborto, y ‘lo 
oficioso’, la ubicuidad de la práctica a pesar del contexto legal (Pecheny, 2006).

Este artículo se divide en tres partes: en la primera parte, se describen algunos 
elementos del contexto legal del aborto en Argentina; en la segunda, se analiza cómo 
el contexto legal, restrictivo de jure y habilitante de facto, permite la introducción 
de normas y prácticas informales; y en la tercera, se propone el concepto de políti-
cas difusas, propuesta conceptual para analizar las consejerías pre y post aborto, y 
se presenta una tipología de consejerías construida a partir de las entrevistas y las 
observaciones.

2. Apartado metodológico

Este artículo es fruto de mi investigación de doctorado. A partir de un diseño de 
investigación cualitativo, describo y analizo la implementación de las consejerías pre 
y post aborto en el sistema público de salud en un contexto legal restrictivo como 
lo es el argentino. Las técnicas de recolección de datos empleadas son: 1) análisis de 
documentos (leyes, decretos, ordenanzas, guías médicas del Ministerio de Salud de la 
Nación y otros documentos institucionales, así como artículos de prensa); 2) obser-
vación de los espacios en los que se implementan las consejerías pre y post aborto; 3) 
entrevistas en profundidad a profesionales de la salud que implementan las conseje-
rías en el Área Metropolitana de Buenos Aires. Este artículo se centra en el análisis 

1.	 De este modo se definen las consejerías en la ley 14738 de la Provincia de Buenos Aires, que modifica el 
capítulo I de la ley 13066, de Creación del Programa Provincial de Salud Reproductiva y Procreación Responsable.
2.	 Según la Organización Mundial de la Salud, los abortos inseguros son llevadas a cabo por personas que ca-
recen de la preparación necesaria o en un entorno que no reúne las condiciones médicas mínimas, o ambas cosas 
a la vez (OMS, 2012). Los abortos seguros se definen en oposición a los anteriores.
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del contexto legal que permite la implementación de las consejerías pre y post aborto. 
Asimismo, se presenta una tipología de consejerías, cuyo criterio clasificatorio es el 
nivel de institucionalización, que se ha construido a partir de las entrevistas a los 
profesionales y de las observaciones de los espacios.

3. El aborto en Argentina: entre lo oficial y lo oficioso

El Código Penal Argentino de 1921 tipifica el aborto como un delito contra la vida 
y la persona. Ese mismo texto jurídico prevé penas de prisión para quien efectúe la 
práctica, así como para la mujer que se realice o consienta un aborto (art. 85, 87 y 
88 del Código Penal Argentino). Sin embargo, el Código Penal también incluye dos 
excepciones no penalizadas, en las que el aborto está permitido: 1) “si se ha hecho 
con el fin de evitar un peligro para la vida o la salud de la madre […] y 2) “si el emba-
razo proviene de una violación o de un atentado al pudor cometido sobre una mujer 
idiota o demente” (art. 86, Código Penal Argentino). 

Las excepciones contempladas en los incisos del artículo 86 del Código Penal 
Argentino, si bien datan de 1921, fueron interpretadas de un modo no restrictivo, 
casi un siglo después, con el fallo F., A. L. de la Corte Suprema (2012). Como señala 
Bergallo, la prohibición total del aborto se institucionalizó como una norma informal 
que estuvo vigente durante todo el siglo XX (Bergallo, 2014). En 1968, durante el 
gobierno de facto de Juan Carlos Onganía, se aprobó el decreto 17.5673, que modificó 
el sentido de estos dos incisos. Este decreto, que dejó de estar vigente en 1973 a partir 
de la sanción de la ley 20.5094, introducía cuatro modificaciones a estos incisos: 1) 
requería que el “peligro para la vida o la salud de la madre” del primer inciso fuese 
de gravedad; 2) eliminaba la apostilla “o de un atentado al pudor cometido sobre una 
mujer idiota o demente” del segundo inciso; 3) exigía que se hubiese iniciado una 
acción judicial en el caso de violación; y 4) solicitaba el consentimiento del repre-
sentante legal cuando la víctima de la violación fuese una menor o una mujer idiota 
o demente (Bergallo y Ramón Michel, 2009). En 1976, año en el que comienza el 
último periodo dictatorial de la Argentina, se recupera la legislación vigente durante 
la dictadura anterior a través del decreto ley 21.3385 que derogó la ley 20.509 de 1973, 
y de este modo el decreto 17.567 recupera su vigencia. Sería en 1984, cuando ya en 
democracia, se derogue la legislación penal de la dictadura, y el texto original del 
Código Penal de 1921 vuelva a regir.

3.	 Decreto ley 17.567. Boletín 12/01/1968.
4.	 Ley 20.509. Boletín Oficial 28/5/1973 disponible en http://www.saij.gob.ar/20509-nacional-per-
dida-eficacia-decretos-leyes-penales-promulgados-gobiernos-facto-lns0000480-1973-05-27/123456789-
0abc-defg-g08-40000scanyel. 
5.	 Decreto ley 21.338. Boletín Oficial 1/06/1976.

http://www.saij.gob.ar/20509-nacional-perdida-eficacia-decretos-leyes-penales-promulgados-gobiernos-facto-lns0000480-1973-05-27/123456789-0abc-defg-g08-40000scanyel
http://www.saij.gob.ar/20509-nacional-perdida-eficacia-decretos-leyes-penales-promulgados-gobiernos-facto-lns0000480-1973-05-27/123456789-0abc-defg-g08-40000scanyel
http://www.saij.gob.ar/20509-nacional-perdida-eficacia-decretos-leyes-penales-promulgados-gobiernos-facto-lns0000480-1973-05-27/123456789-0abc-defg-g08-40000scanyel
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La Corte Suprema, a través del mencionado fallo F.,A.L. de 2012, crea jurispru-
dencia y sienta un precedente que limitó las discusiones existentes sobre cómo inter-
pretar las excepciones incluidas en el Código Penal. En este fallo, la Corte sentencia 
que el aborto es legal en Argentina cuando exista riesgo para la salud o la vida de la 
mujer gestante y en todos los casos de violación (Gebruers y Gherardi, 2015). Asi-
mismo, la Corte prohíbe la judicialización de los casos de aborto no punible (ANP) y 
la obstaculización por parte de los servicios de salud, e insta a las provincias a dictar 
protocolos para garantizar el acceso a los abortos legales (CSJN, 2012).

Mientras el fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación amplió la inter-
pretación del inciso 2 del artículo 86 del Código Penal, aquél que permite la práctica 
en caso de violación, el Protocolo para la atención integral de las personas con derecho 
a la interrupción legal del embarazo (Ministerio de Salud de la Nación, 2015) hizo lo 
mismo con el inciso 1, el referente a la causal salud. Este protocolo retoma la defi-
nición de salud integral de la OMS, a saber: “el completo estado de bienestar físico, 
psíquico y social, y no solamente la ausencia de enfermedades o afecciones”. Si bien 
este Protocolo no crea jurisprudencia, como el fallo de la Corte Suprema, ni tiene 
rango de ley, sienta un precedente y legitima las prácticas de los/las profesionales de 
la salud que garantizan el acceso a los abortos legales.

La penalización legal del aborto se conjuga en Argentina con una fuerte pena-
lización social, que supone la estigmatización de las mujeres que abortan, por sub-
vertir el mandato de maternidad obligatoria, y también la estigmatización de los pro-
fesionales que practican abortos (Szulik y Zamberlin, 2015). Este estigma que recae 
sobre las mujeres y los profesionales de la salud también supone que el aborto esté 
alienado del espacio público, que su práctica termine aconteciendo en los márgenes 
y sin que el Estado contabilice cuántos abortos se realizan anualmente en Argentina 
y en qué condiciones. 

Este contexto legal, restrictivo de jure y habilitante de facto, será el medio que 
encuentren algunos/as profesionales de la salud para implementar las consejerías pre 
y post aborto, que comienzan en muchos servicios de salud pública como prácticas 
no regladas con un bajo nivel de institucionalización. A pesar de la informalidad de 
sus inicios, las consejerías han ido adquiriendo visibilidad, legitimidad e institucio-
nalidad, y si bien en la mayoría de los casos las consejerías empiezan por iniciativa de 
los/las profesionales, y no como una política pública, han permitido resquebrajar el 
ocultamiento de la práctica del aborto por parte del Estado.

4. El modelo de consejerías: de la informalidad a la institucionalización

Las consejerías pre y post aborto comienzan a implementarse en Argentina de un 
modo institucionalizado en el sistema público de salud como una réplica de la estra-
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tegia uruguaya de reducción de riesgos y daños en casos de embarazos no planifica-
dos (Briozzo, 2002). Esta estrategia, posible gracias a la existencia de una tecnología 
farmacológica, como lo es el misoprostol6, pone el acento en reducir las consecuen-
cias de los abortos inseguros (Erdman, 2012). Las consejerías pre y post aborto son 
espacios de escucha y acompañamiento en los que se brinda información sobre cómo 
realizarse un aborto sin riesgos para la salud y la vida de las mujeres. Esta estrategia 
es posible a partir del conocimiento del uso abortivo del misoprostol y de la disponi-
bilidad del fármaco en Argentina.

La introducción de las consejerías como “iniciativa no reglada” (Crojethovic, 
2010a) se produce en dos ámbitos marcados por la informalidad de normas y prácti-
cas: por un lado, en el ámbito de la salud, dónde es tradicional que los profesionales 
de la salud gocen de un amplio nivel de autonomía y que, como han mostrado los 
trabajos de María Crojethovic (2010), lleven a cabo prácticas que no responden a las 
normas de la estructura formal en la que están insertos; por otro lado, como hemos 
visto en el apartado anterior, la ambigüedad de la legislación con respecto al aborto, 
así como el fallo de la Corte Suprema y los documentos ministeriales, dan cuenta de 
un contexto legal restrictivo pero que, al mismo tiempo, habilita prácticas que per-
miten el acceso al aborto. 

Crojethovic analiza las prácticas informales en el seno de instituciones de salud. 
En la línea de algunos autores de la teoría organizacional, considera que estas prác-
ticas informales permiten resolver situaciones que la estructura formal de una orga-
nización, más rígida, no puede. La autora señala que los trabajadores de las institu-
ciones estudiadas, llevan a cabo “iniciativas no regladas” que, si bien son prácticas 
informales, son coherentes con los objetivos de la institución. Asimismo, señala que 
son estas iniciativas no regladas las que tienen mayor potencialidad para favorecer 
el cambio organizacional (Crojethovic, 2010a). Las consejerías pre y post aborto son 
implementadas a partir de la iniciativa de los profesionales de la salud que las desa-
rrollan, sin que exista una planificación o regulación nacional que los obligue a desa-
rrollar esta estrategia. Los profesionales, en el ejercicio de sus funciones, son quienes 
han identificado el problema social que da origen a la iniciativa, a saber: la práctica 
del aborto en condiciones de riesgo y la alta tasa de morbimortalidad materna aso-
ciada a esta práctica.

6.	 En Argentina, el misoprostol se comercializa bajo la marca comercial Oxaprost® del laboratorio Beta, cuya 
acción terapéutica es el tratamiento de la artritis reumatoidea. La Administración Nacional de Medicamentos, Ali-
mentos y Tecnología Médica (en adelante, ANMAT), en la actualidad, permite la distribución de Oxaprost® en una 
presentación, a saber: la caja de 16 comprimidos, cuyo valor a la fecha asciende a 1606,29 pesos argentinos, según 
la ANMAT (fecha de consulta: 04/09/2016). Es habitual que en las farmacias no vendan este medicamento sin re-
ceta médica e inclusive, aunque no hay regulación al respecto que lo justifique, soliciten la receta por duplicado, lo 
que se conoce como receta archivada.
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Bergallo, citando a Helmecke y Levitsky, señala que las instituciones informa-
les pueden surgir: 1) debido al carácter incompleto de las normas formales que no 
pueden atender todas las contingencias posibles; 2) cuando hay baja capacidad de 
exigibilidad de las normas formales; 3) cuando algunos actores presionen para crear 
normas informales al no poder modificar la norma formal; 4) o cuando los actores 
pueden establecer normas informales para perseguir objetivos que serían pública-
mente inadmisibles (citado en Bergallo, 2014)7. Si bien Bergallo analiza cómo estos 
criterios encajan con la institucionalización de la prohibición total del aborto como 
norma informal (hasta el fallo de 2012 de la CSJN), las consejerías pre y post aborto 
también encajan en este modelo.

Como hemos visto, las normas formales que definen los abortos legales son 
ambiguas, y aunque el fallo F.,A.L. ha reducido esta ambigüedad en lo que respecta 
a la causal violación, el acceso a los abortos legales por la causal salud varía según la 
interpretación del profesional de la salud que lo determine, ya que además el Proto-
colo para la atención integral de las personas con derecho a la interrupción legal del 
embarazo no tiene rango de ley, sino que se trata de recomendaciones para los/las 
profesionales de la salud. En este sentido, el nivel de codificación, es decir, el con-
junto de procedimientos que limitan las interpretaciones válidas de los enunciados 
institucionales y que suponen que todas las personas le atribuyamos el mismo sig-
nificado a esos enunciados (Leiras, 2004), es reducido. La ambigüedad y el carácter 
incompleto de las normas formales que definen los abortos legales también reducen 
el nivel de exigibilidad de esa norma formal. En este contexto, los/las profesionales 
de la salud que implementan las consejerías pre y post aborto, desarrollan éstas dada 
la imposibilidad de modificar la norma formal que sigue incluyendo al aborto como 
un tipo penal. 

Las consejerías pre y post aborto, si bien están en un limbo entre la norma for-
mal y lo que ésta habilita, se sustentan sobre los principios que rigen las relaciones 
entre profesionales y pacientes, contenidos en la Ley Nacional 26.529, en particular, 
en el deber de confidencialidad de los/las profesionales de la salud, en el principio de 
autonomía de los/las pacientes y el derecho de éstos a recibir información confiable 
con respecto a su salud. Éste es el marco legal en el que los/las profesionales de la 
salud encuadran la implementación de las consejerías pre y post aborto, dado que no 
existe legislación nacional que regule estas prácticas. Sólo en la Provincia de Buenos 
Aires se ha aprobado una ley que insta a los servicios de salud a crear consejerías pre 
y post aborto en esta provincia. Esta ley modifica la ley de creación del Programa de 

7.	 Helmke, G. y Levitsky, S. (2004):“Informal Institutions and Comparative Politics”, en Perspectives in Politics, 
2, pp.725-740, citado en Bergallo (2014).
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Salud Sexual y Procreación Responsable, Ley 13.066, sancionada en 2003. Este es el 
único texto jurídico que define las consejerías pre y post aborto:

“[…] se entiende por Consejería al dispositivo de salud encargado de brindar 
un espacio de escucha, contención y asesoramiento a la mujer en situación de 
embarazo no planificado, basado en información legal, públicamente accesible 
y científicamente respaldada, orientada a la prevención de riesgos y daños por la 
práctica de abortos inseguros y al cuidado de la salud integral de la mujer.” (Ley 
14738, de la Provincia de Buenos Aires, 2015).

Si bien esta ley le da un marco legal y legitimidad a los profesionales de la salud que 
implementan las consejerías pre y post aborto, enunciando los principios rectores 
de esta política, no define cómo debe desarrollarse la práctica, ni de qué modo las 
mujeres podrían acceder a la medicación que permite abortar. De hecho, en el texto 
de la ley no se especifica qué información se brinda, ni se mencionan las palabras 
‘misoprostol’ o ‘aborto medicamentoso’. 

5. Políticas difusas: una propuesta conceptual

La introducción de las consejerías pre y post aborto no se ha dado a partir de lo que 
en la literatura del enfoque de políticas públicas se identifica como la formulación 
de soluciones ante la identificación de un problema público. Es decir, esta política 
pública no cumple con lo que algunos autores han denominado “ciclo de la polí-
tica” (Mény y Thoenig, 1992:106). Mény y Thoenig señalan que este ciclo de la polí-
tica pública cuenta con cinco fases, a saber: 1) la identificación de un problema; 2) 
la formulación de soluciones (elaboración y evaluación de diferentes propuestas); 
3) la toma de decisiones (elección de una de las propuestas y legitimación de esta 
política); 4) la implementación (ejecución de la política y producción de efectos); 5) 
evaluación (identificación del impacto de la política y si ésta ha logrado los objetivos 
previamente marcados en la formulación) (Mény y Thoenig, 1992). Se trata de una 
herramienta analítica, no de un esquema rígido y formal que deba verificarse exhaus-
tivamente en la realidad, es decir, no debemos aspirar a verificar empíricamente si 
todas estas fases están presentes en el proceso de una política pública. Sin embargo, 
la ausencia de alguna de estas fases, sobre todo las iniciales, así como la indefinición 
y la vaguedad con la que una política pública sea implementada puede afectar a los 
mecanismos de legitimación pública de la misma y a su nivel de institucionalización, 
condiciones necesarias para que una política no sea vulnerable a un cambio en el 
poder ejecutivo que la favoreció.

Székely señala que un mayor nivel de institucionalización permite la continui-
dad, eficiencia y eficacia de la política pública. Asimismo, señala que la institucio-
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nalización depende de que la política pública: “i) emane de un acuerdo político y 
social de atender un problema específico; ii) establezca objetivos y metas claras, y 
cuente con instrumentos para evaluar su consecución; iii) establezca obligaciones 
y derechos específicos para cada uno de los actores relevantes; [y] iv) cuente con 
la definición de normas y reglas de comportamiento” (Székely, 2006: 5). Asimismo, 
señala que el presupuesto destinado a la política pública y la definición y adopción de 
indicadores para su evaluación también son herramientas necesarias para una mayor 
institucionalización.

A partir de las entrevistas a los/las profesionales que implementan las consejerías 
pre y post aborto, identifico tres tipos de consejería según su nivel de institucionaliza-
ción, a saber: 1) las institucionalizadas, las consejerías pre y post aborto de uno de los 
Municipios del AMBA, donde a partir de una ordenanza municipal, la consejería se 
convirtió en una política pública local; 2) las medianamente institucionalizadas, las 
consejerías que se implementan en el seno de una residencia (normalmente PRIM, 
en Provincia de Buenos Aires, en Medicina General y RIEPS, en CABA); 3) las con-
sejerías de nula institucionalización, aquellas que son desarrolladas por profesionales 
aislados, sin ningún tipo de estructura formal contenedora.

Las consejerías pre y post aborto carecen de algunas de las características que 
deben definir a una política pública, entre ellas la planificación y el marco institucio-
nal necesarios para que ésta se implemente siguiendo unos lineamientos concretos. 
La falta de concreción y la inexistencia de estándares comunes entre los efectores/as 
que implementan las consejerías pre y post aborto, nos impiden hablar de las con-
sejerías como políticas públicas en el sentido que señala la literatura. Propongo aquí 
el concepto de política difusa para hacer referencia a la existencia de acciones por 
parte del Estado, en los niveles nacional, provincial y local, encaminadas a reducir la 
morbimortalidad de las gestantes por causa de abortos inseguros. Sin embargo, estas 
acciones no se producen de un modo planificado, sino que son fruto de la iniciativa 
de los/las profesionales de la salud. En este sentido, entiendo las consejerías pre y 
post aborto como políticas difusas en la línea de lo que Crojethovic define como 
“iniciativas no regladas”. Sin embargo, en este caso, a pesar de los diferentes niveles 
de institucionalización, no son acciones aisladas de un servicio de salud, sino que se 
reproducen en muchos centros en el Área Metropolitana de Buenos Aires y en otras 
regiones o provincias de Argentina. 

La implementación de las consejería por parte de los/las profesionales de la 
salud, como señala Crojethovic con respecto a otras iniciativas no regladas, “cons-
tituye una acción política en tanto se materializa en la relación entre las regularida-
des objetivas y la experiencia del sujeto, y es por eso que se establece desde abajo, 
otorgando a la población las respuestas que la política pública oficial no brinda.” 
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(Crojethovic, 2010b: 9). En este sentido, los elementos que definen las políticas 
difusas son: 1) la inexistencia de una planificación y regulación estatal que imponga 
lineamientos sobre la implementación de esa política, 2) la identificación del pro-
blema, la definición de soluciones y la implementación de la política por quien se 
encuentra más próximo a las personas usuarias de las políticas, los/las efectores; 
3) nivel elevado o moderado de institucionalización que permita la continuidad 
de la política en el medio y largo plazo; 4) las representaciones y significados que 
los/las usuarios/as de la política le atribuyen a ésta, no difieren de otras políticas 
desarrolladas por el Estado, es decir, estos/as usuarios/as tienen el mismo vínculo 
con los/las efectores, quienes son agentes estatales, que cuando éstos brindan otro 
tipo de atención; 5) la difusión de estándares sobre la implementación de la política 
se produce a través de los/las efectores8. Así, los/las efectores de la política difusa, 
los/las profesionales de la salud que implementan las consejerías pre y post aborto, 
son quienes identifican el problema social, formulan la solución y la implementan, 
habilitados por un contexto legal que penaliza el aborto de jure y habilita estas 
prácticas de facto. 

6. Conclusiones

El Código Penal Argentino, que tipifica el aborto como un delito, data de 1921. Desde 
entonces, si bien la penalización legal se ha combinado con una fuerte penalización 
social, la ilegalidad del aborto no ha soslayado la ubicuidad de la práctica, pero sí ha 
determinado las condiciones en las que ésta se produce. Según una estimación de 
Mario y Pantelides (2009), en Argentina se producen entre 371.965 y 522.000 abor-
tos al año, la mayoría en la clandestinidad, entre otras razones porque a pesar de 
los avances que se han descrito en el artículo (el fallo F.,A.L y el Protocolo para la 
atención integral de las personas con derecho a la interrupción legal del embarazo), 
siguen existiendo barreras en el acceso a los abortos legales. El aborto es la principal 
causa de morbimortalidad materna, lo que lo ha convertido en un problema de salud 
pública. La popularización del uso abortivo del misoprostol y la disponibilidad de 
este fármaco han transformado las condiciones de posibilidad de los abortos seguros. 

El contexto argentino en el que se implementan las consejerías pre y post aborto 
está marcado por la informalidad imperante en el sistema de salud, que permite a los 
profesionales gozar de autonomía, y por un contexto legal que es restrictivo de jure, 
pero habilitante de facto. En este artículo, se ha argumentado que es esta informali-

8.	 Se han creado diversas redes, como la Red de Acceso al Aborto Seguro (REDAAS) y la Red de Profesionales 
por el Derecho a Decidir, que se han constituido como espacios de diálogo, intercambio y formación para aquellos 
profesionales de la salud (y el derecho, en el caso de REDAAS) comprometidos con el acceso al aborto en Argentina.
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dad la que ha habilitado la introducción de las consejerías pre y post aborto. Las con-
sejerías comienzan a implementarse por la iniciativa de algunos profesionales de la 
salud, sin que haya habido una política pública diseñada desde las instituciones. Sin 
embargo, entendemos el Estado no como un actor monolítico y aislado de la socie-
dad, sino como una arena de negociaciones (Oszlak, 2004) en la que las acciones de 
los agentes estatales construyen sentidos y significados y cuyas intervenciones tienen 
efectos en cómo se construyen las políticas públicas. 

Desde que se empezasen a introducir en los sistemas públicos de salud y se 
enmarcasen en el Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable 
(PNSSyPR), las consejerías pre y post aborto han variado en función de su imple-
mentación (en qué espacios se implementan, cuáles son los objetivos, las prácti-
cas que se desarrollan, etc.), su grado de institucionalización y la percepción de 
los profesionales de la salud involucrados con respecto a la práctica que realizan. 
Esta heterogeneidad en las consejerías deriva de la inexistencia de una regulación 
nacional que establezca un marco conciso para la implementación de la práctica. 
La propuesta del concepto de política difusa permite identificar las consejerías pre 
y post aborto como políticas públicas que son construidas desde abajo, por quienes 
las implementan.
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